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SENTENCIA

En la Villa de Madrid, a dieciocho de Septiembre de dos mil uno.

En los recursos de casación por quebrantamiento de forma e infracción de Ley y de precepto constitucional,
que ante este Tribunal penden, interpuestos por los acusados:  David  representado por la Procuradora Dª María
del Mar Villa Molina;  Virginia  ,  Marcelino  ,  Jose Daniel   Isabel  y  Marí Trini  , representados por la Procuradora
Dª María Luisa Bermejo García;  Claudio  representado por la Procuradora Dª Esther Rodríguez Pérez;  Lorenza
y  Pablo  representados por la Procuradora Dª. María del Valle Gili Ruiz, contra la sentencia dictada el 12 de
Julio de 2000, por la Sección Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, que les condenó por
delitos contra la salud pública, continuados de falsedad en documento oficial y de blanqueo de capitales, los
componentes de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, que al margen se expresan, se han constituido para
su votación y fallo, siendo también parte el Ministerio Fiscal, y siendo ponente D. Joaquín Delgado García.

I. ANTECEDENTES

1.- El Juzgado Central de Instrucción número 6 instruyó Sumario con el nº 5/98 contra  David  ,  Virginia  ,
Marcelino  ,  Jose Daniel  ,  Isabel  ,  Marí Trini  ,  Claudio  ,  Lorenza  ,  Pablo  e  Tomás  que, una vez concluso,
remitió a la Sección Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional que, con fecha 12 de Julio de
2.000, dictó sentencia que contiene los siguientes HECHOS PROBADOS:

"Probado, y así se declara, que:  Virginia  , mayor de edad;  Jose Daniel  , mayor de edad y sin antecedentes
penales;  David  , mayor de edad y sin antecedentes penales;  Tomás  , mayor de edad y sin antecedentes
penales;  Marcelino  mayor de edad y sin antecedentes penales,  Pablo  , mayor de edad y sin antecedentes
penales;  Lorenza  , mayor de edad, y sin antecedentes penales y  Claudio  , mayor de edad y que había sido
condenado, por sentencia de fecha 14 de noviembre de 1989, firme en fecha 2-10-1990, por delitos contra la
salud pública y de contrabando, a las penas de diez años de prisión mayor y multa de 101.000.000 pesetas por
el delito contra la salud pública, y de dos años, cuatro meses y un día de prisión menor y multa de 36.000.000
por el delito de contrabando, se integraron en un grupo, con la finalidad de introducir en nuestro país una
determinada cantidad de heroína, procedente de Turquía, para su posterior distribución y venta a terceros. A
este fin, se organizaron de tal forma que  Virginia  estaba encargado de contactar con los suministradores
de la droga, y organizar la recepción de ésta en España y su posterior distribución en nuestro país.  David
colaboraba con  Virginia  para organizar la distribución de la droga en España.  Jose Daniel  e  Tomás  estaban
encargados de su traída material, en un autobús preparado o modificado al efecto, de Turquía a España, y en
concreto, hasta la provincia de Barcelona,  Marcelino  y  Claudio  , de su recepción en dicha provincia y su traída
en automóvil, hasta Madrid. Y  Pablo  y su esposa,  Lorenza  , iban a recibir la droga en esta capital, Madrid,
para su posterior distribución.

A estos efectos durante el mes de octubre del año 1997,  Virginia  , desde España, mantuvo diversas
conversaciones telefónicas con otros miembros del grupo, que se hallaban en Turquía, y que iban a proveerle
de la droga, a fin de preparar el envío de ésta; y aquél mantuvo asimismo distintas reuniones y encuentros con
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otros miembros del grupo en España, tales como los Sres.  David  ,  Pablo  y  Lorenza  , con el mismo fin, para
organizar la recepción y distribución de la heroína.

Finalmente, sobre las catorce horas del día 27 del indicado mes de octubre del año 1997,  Virginia  se dirigió,
conduciendo el vehículo marca Opel, modelo Kadett, matrícula  F-....-F  , que constaba inscrito a nombre de
Marcelino  , hasta la Plaza de García Maroto, de la ciudad de Madrid, en donde recogió a  Claudio  ; y, ya con
éste, continuó, en el mismo automóvil, al Paseo de las Delicias, también de esta capital, y seguidamente, y ya
solamente  Virginia  , hasta la calle  DIRECCION000  de Usera, en donde se reunió éste con  Marcelino  en su
domicilio, sito en el inmueble número  NUM000  de dicha calle.

Más tarde, sobre las quince horas y cuarenta y cinco minutos de ese mismo día,  Virginia  y  Marcelino
abandonaron dicho domicilio de este último; y, el Sr.  Virginia  a bordo del vehículo ya reseñado, y el Sr.  Marcelino
en el automóvil marca Ford, modelo Sierra, matrícula  G-....-GK  , se dirigieron al Paseo de las Delicias, en donde
se les unió el Sr.  Claudio  , quien subió al vehículo conducido por el Sr.  Virginia  . Seguidamente, ambos
vehículos se dirigen hacia la carretera N-II y se desplazan hasta la ciudad de Barcelona, a donde llegan de
noche, pernoctando los Sres.  Virginia  ,  Marcelino  y  Claudio  en un mismo hotel, sito en la Plaza Palacios
de dicha ciudad.

En dicho día 27 de octubre de 1997, y el siguiente día 28 de los mismos mes y año, se realizaron diversas
llamadas telefónicas entre los miembros del grupo, con el fin de comprobar la llegada de los tres antes
mencionados a Barcelona, y de organizar la posterior entrega y recepción de la droga; y así, el día 27 de octubre
de 1997,  Pablo  y  Virginia  mantienen conversaciones telefónicas, en el curso de una de las cuales  Virginia
dice frases tales como "estamos aquí buscando el hotel"; y el Sr.  Pablo  otras tales como "¿Cómo estás?", "¿Ya
habéis terminado ahí?"; "estamos en casa, yo es que estaba preocupado, digo: que hago, ¿llamo o no llamo?, a
ver si te localizamos, dice mi mujer: llama", y "Pero bueno, ya estáis allí, ¿no?... Eso es lo importante": y también
hablan por teléfono, el siguiente día 28 de octubre dichos Sres.  Pablo  y  Virginia  . En un momento dado de
una conversación telefónica mantenida ese último día, interviene  Lorenza  , quien, hablando con el Sr.  Virginia
, le indica que cuando llegue a Madrid, se verán en un bar de esta ciudad.

También en dicho último día, 28 de octubre de 1997,  Virginia  mantiene cinco conversaciones telefónicas con
Jose Daniel  , en el curso de las cuales acuerdan encontrarse en la zona de urgencias del hospital de Calella
(Barcelona).

Sobre las doce horas y treinta minutos de ese día 28 de octubre de 1997,  Virginia  ,  Marcelino  y  Claudio
se desplazan hasta la localidad de Calella; yendo el Sr.  Virginia  en el vehículo marca Opel modelo Kadett,
matrícula  F-....-F  , y los Sres.  Marcelino  y  Claudio  en el automóvil marca Ford Sierra, matrícula  G-....-GK  , y
propiedad de  Marí Trini  , mayor de edad y sin antecedentes penales. Una vez en Calella, contactan con  Jose
Daniel  , e introducen la cantidad de setenta y ocho paquetes de heroína, con una riqueza media del 57'4%, y
un total de 84.649'3 gramos de peso, en dicho vehículo marca Ford Sierra. La heroína había sido previamente
traída desde Turquía hasta nuestro país, oculta en un autobús en el que viajaban los Sres.  Jose Daniel  y
Tomás  , encargados del transporte de la misma. El autobús era conducido por  Tomás  , quien era sabedor
del propósito del viaje, y a quien acompañaba el Sr.  Jose Daniel  , que se ocupó de la entrega de la heroína,
ya en nuestro país, a Doña.  Virginia  ,  Marcelino  y  Claudio  .

El mismo día 8 de octubre de 1997,  Virginia  , conduciendo el vehículo marca Opel Kadett, y  Marcelino  y  Claudio
, a bordo del automóvil marca Ford Sierra, emprenden el viaje de vuelta a Madrid. El vehículo marca Ford Sierra,
en el cual viajaban  Marcelino  y  Claudio  , fue interceptado por miembros del Cuerpo Nacional de Policía que
efectuaban labores de vigilancia y seguimiento, en el peaje de Martorell de la autopista A-2, procediéndose a
la detención de dichos Sres.  Marcelino  y  Claudio  , así como a la apertura del maletero de aquél, a presencia
de éstos, hallándose e incautándose los setenta y ocho paquetes de heroína ya mencionados. Posteriormente,
también en la tarde de ese mismo día se produce la detención de  Virginia  , al paso del vehículo conducido
por éste por un peaje de la autopista próximo a la ciudad de Zaragoza, ocupándosele al mismo, al tiempo
de su detención, entre otros efectos, un pasaporte de la República portuguesa, íntegramente inauténtico, que
ostentaba el número  NUM001  , a nombre de  Luis Carlos  , y una carta de identidad portuguesa, también
íntegramente inauténtica, que detentaba el número  NUM001  , asimismo a nombre de  Luis Carlos  . Y durante
la mañana del siguiente día 29 de octubre de 1997, se procedió a la detención de  Jose Daniel  y de  Tomás  ,
en el hotel en el que ambos se alojaban en la localidad de Calella.

Tras la detención de los ya indicados, se practicó, el día 30 de octubre de 1997, con autorización judicial, un
registro en la vivienda sita en la puerta  DIRECCION001  de piso  NUM006  del edificio número  NUM000  de
la calle  DIRECCION000  , domicilio de  Marcelino  y de su esposa,  Marí Trini  . En dicho registro se hallaron e
intervinieron, entre otros, los siguientes efectos: una prensa hidráulica marca Rogen con medidor de presión,
y material adecuado para el embalaje y empaquetaje, como rollos de cinta aislante y plásticos, así como un
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cubo y un barreño o balde, que contenían las cantidades de 3'7343 gramos y 4'3807 gramos de paracetamol y
cafeína. También se encontró diversa documentación, en parte a nombre de  Virginia  , y resguardos bancarios
y de cambio de divisas, así como un carnet de conducir de la República portuguesa, confeccionado en soporte
auténtico pero que había sido manipulado o alterado, a nombre de  Luis Carlos  , que no ostentaba numeración
ni sellos.

Con anterioridad a estos hechos, en fecha 21 de agosto de 1997, se efectuó, en las proximidades de un área
de servicio de la Autopista A-7, dentro del término de la localidad de Hostalric y en la provincia de Gerona,
por miembros del Cuerpo de Mossos D'Esquadra, un registro del vehículo ya mencionado, marca Ford, modelo
Sierra, matricula  G-....-GK  , inscrito a nombre de  Marí Trini  , y que en dicho día ocupaban, como usuarios o
viajeros, ésta última, su esposo  Marcelino  ,  Isabel  , mayor de edad y sin antecedentes penales, hermana de la
primera y compañera sentimental de  Virginia  , y este mismo. En dicho registro y tras la detención de aquéllos e
hallaron e intervinieron dirversas joyas de oro, que portaba  Marí Trini  , y que posteriormente le fueron devueltas;
así como una carta de identidad belga inauténtica, a nombre de  Juan Enrique  , y un pasaporte griego auténtico
pero alterado, a nombre de  Cecilia  , que ostentaban la fotografia del Sr.  Virginia  y distintas filiaciones; así
como la cantidad total de 3.344.258 pesetas, y divisas, en concreto, 50.720 marcos alemanes, 6.100.00 liras
turcas, 1.000 liras italianas, y 1 dólar americano. Este dinero procedía de operaciones de comercio ilícito de
sustancias tóxicas, y se hallaba, en parte escondido en el vehículo, debajo de uno de los asientos, y en parte,
en un bolso de  Isabel  .

Los cinco documentos inauténticos o alterados antes mencionados habían sido confeccionados o
manipulados a instancias de  Virginia  , quien había aportado su propia fotografia para su inserción en los
mismos.

Asimismo, varias de las personas antes dichas formaron una red creada con la finalidad de transformar las
ganancias obtenidas o provinientes de operaciones de venta y distribución de drogas tóxicas, y procedieron
a comprar divisas con las ganancias adquiridas con tales anteriores operaciones de reventa de las referidas
sustancias, y así:

Virginia  , utilizando su verdadero nombre, adquirió, en la entidad Cajamadrid:

En fecha 11/4/97, 10.000 marcos por 870.115 pesetas.

En fecha 7/8/97, 10.000 marcos por 871.327 pesetas

En fecha 11/8/97, 10.000 marcos por 869.610 pesetas.

En fecha 1/4/97, 6.800 francos franceses por 166.213 pesetas.

En fecha 17/3/97, 11.000 marcos por 962.015 pesetas.

En fecha 14/3/97, 5.000 marcos por 437.280 pesetas

En fecha 12/3/97, 2.600 marcos por 227.018 pesetas

En fecha 3/2/97, 10.000 marcos por 872.640 pesetas

En fecha 30/1/97, 11.000 marcos por 959.682 pesetas

En fecha 13/1/97, 10.000 marcos por 862.136 pesetas.

También utilizando su propio nombre adquirió, en la oficina de la sociedad Maccopr Exact Change, S.A., sita
en la calle de Alcalá de la ciudad de Madrid:

En fecha 14/3/97, 11.500 marcos alemanes, por 1.001.075 pesetas.

En fecha 12/8/97, 4.000 marcos alemanes por 346.400 pesetas

También en fecha 12/8/97, 11.500 marcos por 995.900 pestas

En fecha 9/9/97, 11.500 marcos por 998.200 pesetas.

En fecha 11/9/97, 11.000 marcos alemanes por 954.800 pesetas.

Con su propio nombre, pero exhibiendo un documento de identidad belga, adquirió, en la entidad Banco Central
Hispano, en fecha 8/1/1997, la cantidad de 8.000 marcos, por un importe total de 689.466 pesetas.

Con el nombre de  Juan Enrique  adquirió en la misma oficina de la sociedad Maccorp Exact Change S.A., sita
en la calle de Alcalá de la ciudad de Madrid, en fecha 6/2/1997, 10.000 marcos alemanes, por 869.500 pestas.

Con el nombre de  Juan Enrique  adquirió, en la entidad Banesto y en fecha 13/1/1997, la cantidad de 10.000
marcos alemanes, por un importe total de 855.740 pesetas.
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Con el nombre de  Juan  adquirió, en la misma oficina de la sociedad Maccorp Exact Change, S.A., sita en la
calle de Alcalá, de la ciudad de Madrid:

En fecha 14/3/97, 11.500 marcos alemanes por 1.001.075 pesetas.

En fecha 12/8/97, 11.500 marcos alemanes por 995.900 pesetas.

Utilizando el nombre de  Luis Carlos  adquirió, en la misma oficina de la sociedad Maccorp Exact Change, S.A.,
sita en la calle de Alcalá, de la ciudad de Madrid:

En fecha 22/9/97, 11.500 marcos alemanes por 996.475 pesetas.

En fecha 1/10/97, 11.500 marcos alemanes por 974.855 pesetas.

En fecha 11/10/97, 11.000 marcos alemanes por 975.700 pesetas.

Con el nombre de  Cecilia  , en la entidad Cajamadrid:

El 12/8/97, 10.000 marcos por 869.610 pesetas

En fecha 13/3/97, 4.000 marcos por 349.258 pesetas.

Con el nombre de  Cecilia  en Caja de Madrid el 1/4/97, 10.000 marcos por 875.367 pesetas.

Con el nombre de  Cecilia  , efectuó, en la entidad Deutsche Bank, S.A.E., en el periodo comprendido entre el
17-12- 1996 al 16-9-1997 una operación de adquisición de marcos por contravalor de 427.325 pesetas.

Con el nombre de  Luis Carlos  en Cajamadrid el 18/9/97, 10.000 marcos por 870.317 pesetas y el 14/10/97,
también en Cajamadrid 9.000 francos franceses por 219.364 pesetas.

En total  Virginia  adquirió divisas, por un importe global de 22.364.363 pesetas.

Por su parte  Marcelino  , adquirió, durante el año 1997, divisas por un contravalor global de 26.932.104 pesetas.
Así, y entre otras transacciones:

En la sucursal de la entidad Maccorp Exact Change S.A., situa en la calle de Alcalá de la ciudad de Madrid, y
con su propio nombre:

En fecha 9 de septiembre de 1997, la cantidad de 11.500 marcos alemanes, por un contravalor de 998.200
pesetas.

En fecha 12 de septiembre de 1997, la de 11.500 marcos alemanes, por un contravalor de 998.200 pesetas.

En fecha 22 de septiembre de 1997, la de 11.500 marcos, por un contravalor de 996.475 pesetas.

También  Marcelino  , en la entidad Cajamadrid, adquirió, con su propio nombre:

En fecha 23/1/1997, la cantidad de 10.000 marcos, por un contravalor de 863.449 pesetas, y la de 1.000 marcos
alemanes, por un contravalor de 81.130 pesetas.

En fecha 30/1/1997, la de 11.000 marcos, por un contravalor de 959.682 pesetas.

En fecha 17/3/1997 la de 50.000 marcos, por un contravalor de 4.372.795 pesetas.

En fecha 1/4/1997, la de 10.000 marcos, por un contravalor de 875.367 pesetas.

En fecha 14/4/1997, la de 30.000 marcos, por un contravalor de 2.605.194 pesetas.

En fecha 16/4/1997, la de 45.000 marcos, por un contravalor de 3.907.791 peseas.

En fecha 13/5/1997, la de 8.000 marcos, por un contravalor de 697.708 pesetas.

En fecha 30/7/1997, la de 20.000 marcos, por un contravalor de 1.738.614 pesetas.

En fecha 6/8/1997 la de 20.000 marcos, por un contravalor de 1.742.654 pesetas.

En fecha 7/8/1997, la de 50.000 marcos, por un contravalor de 4.356.635 pesetas.

Y en fecha 8/9/1997, la de 20.000 marcos, por un contravalor de 1.738.210 pesetas.

Por su parte,  Isabel  adquirió, en la entidad BBV, en fecha 16 de abril de 1997, 11.000 marcos alemanes, por
un contravalor de 927.289 pesetas; en fecha 12 de agosto de 1997, en la entidad Cajamadrid, la de 50.000
marcos, por un contravalor de 4.348.050 pesetas; y en la repetida oficina de la entidad Maccorp Exact Change,
en fecha 12 de agosto de 1997, la de 11.500 marcos alemanes, por un cotravalor de 995.900 pesetas; por un
total de 71.500 marcos, y con contravalor global de 6.271.239 pesetas.

4



JURISPRUDENCIA

Asimismo,  Isabel  , con el mismo propósito antes dicho, adquirió, por escritura pública de fecha 7 de marzo de
1997, la finca, vivienda dúplex, inscrita con el número  NUM002  en el Registro de la Propiedad número 1 de la
localidad de Torrevieja (Alicante), sita en el término de dicha localidad, por un precio escriturado de 6.882.000
pesetas, haciendo la adquirente entrega de la cantidad de 882.000 pesetas en efectivo, y del resto, mediante
la suscripción de un préstamo hipotecario por importe de 6.000.000 de pesetas, cuyas mensualidades de
amortización satisfacía  Isabel  con las ganancias adquiridas por su compañero sentimental,  Virginia  , por
su dedicación a las operaciones de traída e introducción de la heroína en nuestro país; también teniendo igual
procedencia la suma antes dicha satisfecha por aquélla al tiempo de la compra de la referida finca, de 882.000
pesetas; y siendo  Isabel  consciente de tal procedencia del dinero invertido en esa compra.

Por su parte,  Marcelino  y su esposa,  Marí Trini  , adquirieron para la sociedad conyugal, por escritura pública de
fecha 20 de abril de 1993, una finca (bungalow), inscrita con el número  NUM003  en el Registro de la Propiedad
de Dolores (Alicante), sita en el término de la localidad de Guardamar del Segura, por precio escriturado de
5.187.500 pesetas, que se financió con un préstamo hipotecario suscrito con la Caja de Ahorros de Valencia,
Castellón y Alicante (Bancaja), por importe de 4.487.500 pesetas, haciéndose entrega en efectivo, por los
compradores, del resto del precio. En una cuenta del matrimonio en dicha entidad Bancaja se efectuaban
ingresos por cantidades próximas a la suma de 100.000 pesetas, una o dos veces al mes; y en esta cuenta se
cargaban o cobraban las amortizaciones del referido préstamo hipotecario. Estos ingresos procedían de las
ganancias adquiridas por el Sr.  Marcelino  por su dedicación a las operaciones de traída e introducción de la
heroína en nuestro país, procedencia ésta conocida por su esposa.

El precio medio del kilo de heroína marrón, en el mercado ilícito de dicha sustancia era, en el segundo semestre
del año 1997, y para una pureza del 47% el de 8.100.000 ptas."

2.- La Audiencia de instancia dictó el siguiente pronunciamiento:

"FALLAMOS: Que debemos condenar y condenamos a  Virginia  y a  Marcelino  como responsables en concepto
de autores de un delito contra la salud pública ya definido, sin la concurrencia de circunstancias modificativas
de la responsabilidad criminal, a las penas, para cada uno de ellos, de doce años de prisión, inhabilitación
absoluta por tal tiempo, y multa de 1.300.000.000 de pesetas, así como al pago, por cada uno de aquéllos, de
una undécima parte de un quinto de las costas del presente procedimiento.

Que debemos condenar y condenamos a  David  , a  Jose Daniel  a  Tomás  , a  Lorenza  y a  Pablo  , como
responsables en concepto de autores de un delito contra la salud pública ya definido, sin la concurrencia de
circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, a las penas, para cada uno de ellos, de diez años
de prisión, inhabilitación absoluta por tal tiempo, y multa de 1.300.000.000 de pesetas; así como al pago, por
cada uno de aquéllos de una undécima parte de un quinto de las costas del presente procedimiento.

Que debemos condenar y condenamos a  Claudio  , como responsable en concepto de autor de un delito contra
la salud pública ya definido, con la concurrencia de la circunstancia agravante de la responsabilidad criminal
de reincidencia, a las penas de once años, tres meses y un día de prisión, inhabilitación absoluta por tal tiempo
y multa de 1.300.000.000 de pesetas, así como al pago de una undécima parte de un quinto de las costas del
presente procedimiento.

Que debemos condenar y condenamos a  Virginia  , como responsable en concepto de autor de un delito
continuado de falsedad en documento oficial ya definido, sin la concurrencia de circunstancias modificativas
de la responsabilidad criminal, a las penas de dos años de prisión y multa de seis meses, fijándose, a efectos
del cómputo, una cuota diaria de doscientas pesetas; así como al pago de una quinta parte de las costas del
presente procedimiento.

Que debemos condenar y condenamos a  Isabel  , como responsable en concepto de autora de un delito
continuado de blanqueo de capitales ya definido, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la
responsabilidad criminal, a las penas de cuatro años siete meses y dieciséis días de prisión y multa de
20.000.000 de pesetas, así como al pago de una tercera parte de un quinto de las costas del presente
procedimiento.

Que debemos condenar y condenamos a  Marí Trini  , como responsable en concepto de autora de un delito de
blanqueo de capitales ya definido, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad
criminal, a las penas de tres años y seis meses de prisión y multa de 10.000.000 de pesetas, con una
responsabilidad personal subsidiaria de un mes en caso de impago, así como al pago de una quinta parte de
las costas del presente procedimiento.

Que debemos absolver y absolvemos libremente a  Isabel  y a  Marí Trini  del delito contra la salud pública de
que venían acusadas en esta causa, declarando de oficio dos undécimas partes de las costas del presente
procedimiento.
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Que debemos condenar y condenamos a  Virginia  , como responsable en concepto de autor de un delito
continuado de blanqueo de capitales ya definido, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la
responsabilidad criminal, a las penas de cinco años de prisión, y multa de 40.000.000 de pesetas, así como al
pago de una tercera parte de un quinto de las costas del presente procedimiento.

Y que debemos condenar y condenamos a  Marcelino  , como responsable en concepto de autor de un
delito continuado de blanqueo de capitales ya definido, sin la concurrencia de circunstancias modificativas
de la responsabilidad criminal, a las penas de cuatro años, siete meses y dieciséis días de prisión, y multa
de 50.000.000 de pesetas, así como al pago de una tercera parte de un quinto de las cosas del presente
procedimiento.

Para el cumplimiento de las penas privativas de libertad impuestas por esta resolución, se abonará a los
condenados el tiempo de prisión preventiva sufrida durante la tramitación de esta causa, si no se les hubiere
abonado en otra u otras.

Las penas de multa impuestas por esta resolución deberán ser totalmente satisfechas por los condenados,
caso de ser solventes los mismos, en el plazo de quince días hábiles, a contar desde el siguiente, inclusive,
al de la notificación efectuada a sus respectivas representaciones procesales de la resolución por la que se
declare la firmeza de ésta, salvo que por aquéllos se solicitare el aplazamiento o el fraccionamiento del pago,
en cuyo caso, oídos que sean los mismos, se acordará.

Firme que sea esta resolución, procédase al comiso de la droga y demás sustancias que figuran ocupadas
en las actuaciones; de los vehículos autobús marca Mitsubishi, con matrícula turca  NUM004  y automóviles
marca Opel, modelo Kadett, matrícula  F-....-F  , y marca Ford, modelo Sierra, matrícula  G-....-GK  ; así como de
los móviles, prensa hidráulica y dinero que figuran intervenidos en autos, y de las fincas sitas en la localidad
de Torrevieja (Alicante), e inscrita con el número  NUM002  en el Registro de la Propiedad número 1 de esa
localidad, y sita en la localidad de Guardamar del Segura (Alicante), e inscrita con el número  NUM003  en el
Registro de la Propiedad de Dolores (Alicante), a todo lo cual se dará el destino previsto legalmente.

Contra esta resolución, puede interponerse recurso de casación, en el plazo de cinco días hábiles a contar
desde el siguiente, inclusive, al de la última notificación practicada de la misma."

3.- Notificada la anterior sentencia a las partes, se preparó recurso de casación por quebrantamiento de forma
e infracción de ley y de precepto constitucional, por los acusados  David  ,  Virginia  ,  Marcelino  ,  Jose Daniel
,  Isabel  ,  Marí Trini  ,  Claudio  ,  Lorenza  y  Pablo  , que se tuvieron por anunciados, remitiéndose a esta Sala
Segunda del Tribunal Supremo, las certificaciones necesarias para su sustanciación y resolución, formándose
el correspondiente rollo y formalizándose el recurso.

4.- El recurso interpuesto por la representación del acusado  David  , se basó en los siguientes MOTIVOS DE
CASACION: Primero.- Por la vía del art. 5.4 de la LOPJ, denuncia vulneración del art. 24.2 de la CE, presunción
de inocencia. Segundo.- Quebrantamiento de forma, al amparo del art. 851.1 de la LECr, al no describir el relato
de hechos probados la participación de su mandante en tales hechos.

5.- El recurso interpuesto por la representación del acusado  Virginia  , se basó en los siguientes MOTIVOS DE
CASACION: Primero.- Por la vía del art. 5.4 de la LOPJ, denuncia vulneración del art. 24.2 de la CE, presunción
de inocencia. Segundo.- Al amparo del art. 5.4 de la LOPJ, infracción del art. 18 CE. derecho al secreto de las
comunicaciones. Tercero.- Por la vía del art. 5.4 de la LOPJ, denuncia vulneración del art. 24 de la CE, derecho
a la tutela judicial efectiva. Cuarto.- Al amparo del art. 894.1 LECr, indebida aplicación arts. 368 y 369 apdos.
3º y 6º CP, arts. 1, 2 y 3 LO de Contrabando de 12 de diciembre de 1995, art. 392 en relación a los arts. 390.1
y 74 del CP y arts. 301.1 y 302 en relación con el art. 74 del CP.

6.- El recurso interpuesto por la representación del acusado  Marcelino  , se basó en los siguientes MOTIVOS DE
CASACION: Primero.- Por la vía del art. 5.4 de la LOPJ, denuncia vulneración del art. 24.2 de la CE, presunción
de inocencia. Segundo.- Al amparo del art. 5.4 de la LOPJ, infracción del art. 18 CE. derecho al secreto de las
comunicaciones. Tercero.- Por la vía del art. 5.4 de la LOPJ, denuncia vulneración del art. 24 de la CE, derecho
a la tutela judicial efectiva. Cuarto.- Al amparo del art. 894.1 LECr, indebida aplicación arts. 368 y 369 apdos.
3º y 6º CP, arts. 1, 2 y 3 LO de Contrabando de 12 de diciembre de 1995, art. 392 en relación a los arts. 390.1
y 74 del CP y arts. 301.1 y 302 en relación con el art. 74 del CP.

7.- El recurso interpuesto por la representación del acusado  Jose Daniel  , se basó en los siguientes MOTIVOS
DE CASACION: Primero.- Por la vía del art. 5.4 de la LOPJ, denuncia vulneración del art. 24.2 de la CE, presunción
de inocencia. Segundo.- Al amparo del art. 5.4 de la LOPJ, infracción del art. 18 CE. derecho al secreto de las
comunicaciones. Tercero.- Al amparo del art. 894.1 LECr, indebida aplicación arts. 368 y 369 apdos. 3º y 6º
CP, arts. 1, 2 y 3 LO de Contrabando de 12 de diciembre de 1995, art. 392 en relación a los arts. 390.1 y 74 del
CP y arts. 301.1 y 302 en relación con el art. 74 del CP.
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8.- El recurso interpuesto por la representación de la acusada  Isabel  , se basó en los siguientes MOTIVOS DE
CASACION: Primero.- Por la vía del art. 5.4 de la LOPJ, denuncia vulneración del art. 24.2 de la CE, presunción
de inocencia. Segundo.- Al amparo del Art. 849.1 LECr, indebida aplicación de los arts. 301, 302 Y 74 CP.

9.- El recurso interpuesto por la representación de la acusada  Marí Trini  , se basó en los siguientes MOTIVOS
DE CASACION: Primero.- Por la vía del art. 5.4 de la LOPJ, denuncia vulneración del art. 24.2 de la CE, presunción
de inocencia. Segundo.- Por la vía del art. 5.4 de la LOPJ, denuncia vulneración del art. 24.1 de la CE, derecho
a la tutela judicial efectiva. Tercero.- Al amparo del art. 849.1 LECr, indebida aplicación del art. 301 CP.

10.- El recurso interpuesto por la representación del acusado  Claudio  se basó en los siguientes MOTIVOS
DE CASACION: Unico.- Al amparo del art. 849.1 LECr, indebida aplicación arts. 86.3º CP en relación art. 22.8
del mismo texto legal.

11.- El recurso interpuesto por la representación de los acusados  Lorenza  y  Pablo  , se basó en los siguientes
MOTIVOS DE CASACION: Primero y Unico.- Por la vía del art. 5.4 de la LOPJ, denuncia vulneración del art. 24.2
de la CE, presunción de inocencia.

12.- Instruidas las partes de los recursos interpuestos, la Sala los admitió a trámite y quedaron conclusos los
autos para señalamiento de fallo, cuando por turno correspondiera.

13.- Hecho el correspondiente señalamiento se celebró la deliberación y votación el día 6 de septiembre del
año 2001.

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- El presente proceso penal se dirigió inicialmente contra quince procesados, cinco de los cuales
fueron declarados rebeldes, de modo que el juicio oral sólo se siguió contra los diez restantes. Todos ellos
resultaron condenados en sentencia dictada por una sección de apoyo adscrita a la Sala de lo penal de la
Audiencia Nacional, unos sólo por delito relativo al tráfico de drogas, dos mujeres por delitos de blanqueo de
capitales, y otros dos por ambas clases de infracciones.

De tales diez condenados nueve recurren ahora en casación.

Hemos de rechazar íntegramente los recursos de cuatro de ellos y han de estimarse los formulados por
los otros cinco, que han de quedar absueltos porque consideramos que las respectivas pruebas de indicios
utilizadas como justificación de sus respectivas condenas no son razonablemente suficientes para ello.

Comenzamos examinando las cuestiones planteadas en relación con las denuncias de infracción de derechos
fundamentales, concretamente respecto del derecho a la presunción de inocencia y al secreto a las
comunicaciones, primero con referencia al delito de tráfico de drogas en cuanto alegados por tres de los cuatro
cuyos recursos hemos de desestimar, dado que los tres utilizaban argumentos muy semejantes:

Virginia  ,  Marcelino  y  Jose Daniel

SEGUNDO.- Los hechos por los que condenó la sentencia recurrida se refieren a la llegada a España de
un autobús procedente de Turquía que hizo este trayecto sin viajeros y con un compartimiento especial
que ocupaba la mitad del espacio destinado originalmente a depósito de gasolina donde trajo ocultos unos
paquetes con heroína que pesó 84,6 kilogramos de una pureza del 57,4%. Como varias de las personas
relacionadas con tal cargamento habían realizado cambios de pesetas a marcos alemanes en cantidades
importantes en los meses anteriores a la mencionada llegada de tal cargamento, se condenó también a dos
de estos y a sus respectivas esposa y compañera sentimental, que eran hermanas, por delito de blanqueo de
capitales.

Virginia  y  Marcelino  fueron condenados por tales dos delitos: fueron dos de los tres que recibieron la referida
mercancía en Calella, que era transportada a Madrid cuando la aprehendió la policía nacional que al respecto
había realizado unas complicadas y pacientes labores de seguimiento a partir de unas conversaciones
telefónicas con dos aparatos móviles utilizados por el primero de los dos citados, intervenidas con autorización
judicial.

El otro,  Jose Daniel  , era la persona que vino de Turquía en el interior de tal autobús como encargado
del mencionado transporte y de su entrega a  Virginia  con quien mantuvo los correspondientes contactos
telefónicos. Fue quien se entrevistó con  Virginia  en Calella y quien hizo la entrega de la droga luego
aprehendida ese mismo día de tal entrevista y del posterior hallazgo de la heroína.

El conductor del mencionado autobús en tal largo viaje fue  Tomás  , el único de los diez condenados en la
Audiencia Nacional que no llegó a formular recurso de casación.
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La sentencia recurrida, cumpliendo su deber de razonar sobre la prueba utilizada para las condenas que realiza,
hace una minuciosa exposición, que consideramos adecuada, sobre la usada para condenar a estos tres cuyos
recursos estamos examinando. A tal exposición nos remitimos. Se encuentra en su fundamento de derecho
2º en las páginas 11 y ss., particularmente por lo que se refiere a  Virginia  en las numeradas como 14 y 15, en
las 15 y 16 en lo concerniente a  Marcelino  y en las 19 y 20 en cuanto a  Jose Daniel  .

Baste aquí simplemente recalcar que en el juicio oral declararon como testigos muchos policías nacionales
que pusieron de manifiesto, entre otras cosas, al seguimiento realizado a los tres que salieron de Madrid en
dos vehículos el día 27.10.97 (  Virginia  ,  Marcelino  y  Claudio  ), llegaron a Barcelona ese mismo día donde
pernoctaron, se trasladaron al día siguiente al pueblo de Calella y allí conectaron con  Jose Daniel  , previamente
citados por teléfono, incluso un policía oyó hablar en un idioma extranjero a este último con  Virginia  en las
sección de urgencias del hospital de tal ciudad, salieron los cuatro (los tres que habían venido de Madrid y
dicho  Jose Daniel  ) en un coche afuera, fueron seguidos hasta un punto en que el seguimiento tuvo que cesar
porque el vehículo de los cuatro se internó en un camino secundario, la policía esperó el regreso, cuando éste
se produjo se inició de nuevo el seguimiento hasta un bar de Calella, saliendo luego hacia Madrid, (  Marcelino
y  Claudio  ) en un Ford-Sierra y  Virginia  en un Opel Kadett, los mismos dos vehículos con que habían venido
de Madrid.

Continuó el seguimiento policial que terminó con la detención de ambos coches, el primero con los
mencionados 84,6 kilogramos de heroína en su interior y el segundo sin cargamento ilícito alguno.

Así las cosas, parece justificado que ahora en casación consideremos que con la mencionada prueba testifical,
junto con el resultado de los análisis periciales relativos al peso y pureza de la mencionada droga y junto con
el resultado de las intervenciones telefónicas referidas (incluso prescindiendo de estas últimas), hubo prueba
razonablemente sufiente para fundamentar la condena de  Virginia  y  Marcelino  por este delito contra la salud
públcia, como personas que, junto con  Claudio  , fueron de Madrid a Barcelona a recibir la aludida mercancía
ilícita para trasladarla a Madrid, siendo sorprendidos dos de ellos en el viaje de regreso con la droga en el
interior del coche que ocupaban.

Esto en cuanto a  Marcelino  y  Virginia  .

En cuanto a  Jose Daniel  , éste ha reconocido que vino en el autobús desde Turquía hasta Barcelona, de vacío,
dice que para recoger a un grupo de turcos en Francia que iban a hacer un recorrido por diversas ciudades,
pero que como el vehículo se averió decidió venir a Barcelona para arreglarlo aquí, circunstancia por la que se
puso en contacto con  Virginia  para que, como paisano suyo, le ayudara en las gestiones correspondientes
para el mencionado arreglo. La sala de instancia, razonablemente, no creyó esta versión y condenó a  Jose
Daniel  en base a esas declaraciones de los policías que vieron lo realizado por  Jose Daniel  en España y
declararon también como testigos en el juicio oral, teniendo en cuenta asimismo el referido hallazgo de la
droga, el contenido de las conversaciones telefónicas intervenidas, traducidas y oídas con intérpretes en el
mismo juicio oral y la existencia de ese compartimento antes aludido que tenía el autobús en el lugar destinado
a depósito de gasolina.

Parece de todo punto evidente que una condena con tal prueba no lesionó el derecho a la presunción de
inocencia del art. 24.2 CE.

Con lo antes expuesto rechazamos los motivos primeros de los recursos formulados por estos tres recurrentes
en cuanto se refiere a las condenas por el delito relativo al tráfico de drogas. Luego nos referiremos al mismo
tema de la presunción de inocencia en cuanto al relativo al blanqueo de capitales por el que también la
sentencia recurrida condenó a  Virginia  y  Marcelino  .

TERCERO.- Ahora vamos a examinar los motivos segundos de estos tres recursos, en los cuales, al amparo del
art. 5.4 LOPJ, se alega vulneración del derecho al secreto de las comunicaciones del art. 18.3 CE, en cuanto
que se dice violado por las mencionadas intervenciones telefónicas.

También han de desestimarse:

A) Ante todo hay que dcir que, conforme al razonamiento antes expuesto sobre las pruebas existentes respecto
de los hechos constitutivos del delito contra la salud pública en relación con los tres condenados en la instancia
cuyos recursos estamos examinando (  Virginia  ,  Marcelino  y  Jose Daniel  ), la audición de las cintas
grabadas de las conversaciones telefónicas de autos carece de relevancia a los efectos del examen de posibles
infracciones del derecho a la presunción de inocencia en el caso presente. La comprobación de la suficiencia
de la prueba para condenar a estos tres recurrentes podemos hacerla en el presente caso prescindiendo de
las mencionadas audiciones de tales grabaciones. Nos temitimos a lo expuesto en el anterior fundamento
de derecho donde hemos examinado la prueba utilizada, con la que queda de manifiesto la importancia
secundaria que estas audiciones tuvieron en la valoración de unas pruebas de cargo en las cuales hay datos
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objetivos tan importantes (hallazgo de la droga y del autobús preparado al efecto, y viaje desde Madrid a
Turquía), puestos de manifiesto en el acto solemne del juicio oral por las declaraciones testificales de los
policías y por las de los propios acusados, es decir, mediante unas pruebas practicadas con independencia
de las mencionadas grabaciones, que revelan el que, haciendo abstracción de esas pruebas de audición de
cintas, también habría existido prueba razonablemente suficiente para condenar a los tres aquí recurrentes.

B) La sentencia recurrida soluciona bien las cuestiones planteadas en la instancia sobre la validez de las
intervenciones telefónicas en la perspectiva constitucional, es decir, en relación con el necesario respeto
al derecho al secreto de las comunicaciones reconocido en el art. 18.3 CE. Hubo una autorización judicial
debidamente motivada y un suficiente control por parte del juzgado que concedió la mencionada autorización
por plazo de dos meses para las citadas intervenciones, que dieron su fruto dentro de ese plazo y cuyo
resultados positivos fueron puestos inmediatamente en poder del juzgado con la detención de los luego
condenados. Nos remitimos a su fundamento de derecho 1º (págs. 10 y 11).

Ciertamente, como reconoce la propia sentencia recurrida y denuncian aquí los recurrentes, hubo un infracción
por parte de la policía en cuanto a que no puso en conocimiento del juzgado autorizante, en el plazo ordenado
de quince días, el resultado de las audiciones intervenidas que hasta entonces habían sido infructuosas; pero,
como bien dice la sentencia recurrida (págs. 18 y 19) tal irregularidad carece de entidad para poder afectar
al mencionado derecho fundamental. Se trata de una anomalía procesal de rango secundario que no puede
producir el pretendido efecto de anulación de las audiciones de las grabaciones que se practicaron como
prueba en el acto del juicio oral.

C) Nos encontramos con un caso, poco frecuente, en el que esta clase de prueba alcanzó su punto final en el
seno del proceso penal. Sirvió como legítimo medio de investigación con todos sus requisitos para que en la
actuación policial y sumarial se pudiera averiguar lo ocurrido con la traída de la droga con la identificación de
quienes colaboraron en este hecho; pero también se utilizó la audición de lo grabado como medio de prueba
en el acto del juicio, en este caso, no mediante la lectura de las transcripciones realizadas por el secretario
judicial, sino con la audición directa del contenido de las correspondientes cintas, incluso con la actuación
de intérpretes, necesaria en cuanto a las conversaciones mantenidas en idiomas extranjeros (árabe y turco),
intérpretes que, con las salvedades que se señalan en el propio acta del juicio oral, corroboraron la fidelidad
de las transcripciones hechas por la policía. No fue necesaria en este caso para la validez de la prueba la
comprobación, por parte del funcionario a quien la ley confiere la dación de fe en las actividades judiciales (el
secretario), de la coincidencia de las transcripciones policiales con el contenido de las cintas grabadas. En
el presente proceso el tribunal de instancia pudo escucharlas directamente y con ayuda de los mencionados
intérpretes conocer su contenido. Prueba documental, en definitiva, practicada en el mismo acto del juicio.
Ahora, afortunadamente, nuestro CP en su artículo 26 nos ofrece una definición del concepto de documento
que rebasa el tradicional referido a los de contenido escrito cuando considera tal a "todo soporte material que
exprese o incorpore datos, hechos o narraciones con eficacia probatoria o cualquier otro tipo de relevancia
jurídica".

Ciertamente, el mejor modo de aportar al proceso penal como medio de prueba lo grabado en unas
intervenciones telefónicas es su audición directa por el propio tribunal que ha de sentenciar, y en estos casos
cabe prescindir de la comprobación por el secretario judicial respecto de la fidelidad de las transcripciones
hechas por la policía, necesaria, por regla general, cuando la aportación de esa prueba al plenario se hace
a través de la lectura de esas transcripciones. Decimos algo tan elemental como esto para contestar a
determinadas alegaciones hechas en el trámite del presente recurso de casación.

D) Hay que añadir aquí que en el caso presente no se ha planteado problema alguno en relación con la
autenticidad de las voces escuchadas de las cintas grabadas. Su propio contenido y las circunstancias
concretas de cada conversación conducen a la identifcación de sus autores. Ello explica que no haya habido
impugnaciones sobre este particular. Lo impugnado ha sido el alcance que debiera darse a determinadas
frases o palabras, lo que respecto de los tres condenados cuyo recurso estamos aquí examinando tampoco
ha presentado problema alguno.

E) Por último, en cuanto a la fidelidad de los intérpretes que actuaron en el juicio oral para traducir las
conversaciones mantenidas en idioma árabe o turco (parece ser que entremezclados en algunas de las
conversaciones grabadas), nos remitimos a lo que dice la propia sentencia recurrida. Evidentemente ha de
estarse a lo que manifestaron en este punto los intérpretes, cuya función en el proceso es precisamente
traducir lo expresado en un idioma que el tribunal no conoce. No cabe dejar esta función a merced de los
propios acusados, interesados en dar a lo dicho por ellos el alcance que más pudiera favorecerlos. Por tanto,
ninguna eficacia puede tener el que éstos no estén de acuerdo con las traducciones realizadas.
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CUARTO.- Vamos a dedicar este fundamento de derecho al examen de las cuestiones planteadas en relación
a la presunción de inocencia, sobre el delito de blanqueo de capitales, refiriéndonos concretamente a
los recurrentes  Virginia  y  Marcelino  . Ambos recurrentes, respecto de este delito, también tienen una
argumetnación similar.

No se han puesto en duda los hechos objetivos en que se funda la condena de estos dos (  Marcelino  y
Virginia  ), pues consta acreditada por documentos, y también por las declaraciones que en el juicio oral hicieron
algunos policías que practicaron el seguimiento de estos acusados a las casas de cambio correspondientes,
la realidad de todas y cada una de las diferentes operaciones de cambio de pesetas a marcos alemanes que
aparecen relacionadas en los hechos probados de la sentencia recurrida (págs. 7, 8 y 9),  Virginia  por un total
de 22.364.363 pts., y  Marcelino  por 26.932.104 pts., todas ellas realizadas entre enero y octubre de 1997
(fueron detenidos por los presentes hechos el 28.10.97).

Partiendo de tales hechos objetivos y añadiendo a los mismos la circunstancia de que precisamente en esa
fecha de octubre de 1997 se pudo intervenir la heroína a que nos venimos refiriendo, entendemos que hay
prueba de indicios suficiente para condenar a estos dos por el delito del art. 301 CP en su modalidad agravada
que exige relación con el delito concreto de tráfico de drogas (art. 301.1, párrafo II), que es la aplicada en el
caso presente.

Si se manejan cantidades importantes de dinero y a tal hecho básico se añade la inexistencia de negocios
lícitos que pudieran justificar la procedencia de tales cantidades, cabe dar como probado que ese dinero tiene
un origen ilícito. Pero sí a estos dos hechos básicos unimos la verificación de que la persona que realiza esos
manejos tiene relación con el mundo del tráfico de drogas, máxime cuando es sorprendido en un negocio ilícito
de estas características tan importantes como el aquí examinado relativo a 84 kilogramos de heroína del 57%
de pureza, algo cuyo valor sobrepasa los mil millones de pesetas, podemos decir que hay prueba de indicios
razonablemente suficiente para condenar por esta particular infracción penal.

Así lo razona la sentencia recurrida (páginas 25 y 26) y así lo ha considerado esta sala al menos en dos
sentencias, una de 23.5.97 y otra de 28.12.99, que infieren la realidad de este delito de la concurrencia de los
tres mencionados hechos básicos o indicios:

1º. Manejo de importantes cantidades de dinero;

2º. Inexistencia de negocios lícitos que justifiquen el origen de esas cantidades;

3º. Alguna conexión con el mundo del tráfico de drogas.

QUINTO.- Veamos ahora este mismo tema de la presunción de inocencia en relación con otra de las
condenadas por este delito de blanqueo de dinero,  Marí Trini  .

Ésta viene condenada por delito simple (no continuado), pues sólo aparece en una operación concreta
realizada junto con su esposo  Marcelino  : la adquisición por escritura pública el 20.4.93 de una finca urbana
sita en el término de Guardamar de Segura por precio escriturado de 5.187.500 pts. que se financió con un
préstamo hipotecario por importe de 4.487.500 pts., habiéndose entregado el resto en efectivo. El matrimonio
abrió una cuenta en Bancaja, la entidad prestamista, y en ella se fueron efectuando ingresos mensuales por
cantidades próximas a las 100.000 pts. con destino a la amortización de la mencionada hipoteca.

El Ministerio Fiscal ha apoyado este motivo 1º del recurso de  Marí Trini  por entender que los indicios que se
deducen de la mencionada operación inmobiliaria no debieron considerarse suficientes como justificación de
una condena penal por este delito del art. 301 CP.

Entendemos que tiene razón el Ministerio Fiscal: hay una distancia en el tiempo de cuatro años entre esa
adquisición y las posteriores actividades de  Marcelino  y  Virginia  en 1997 relativas al importante movimiento
de dinero antes referido, tan importante que impide relacionar aquella compra de 1993 con estos últimos
hechos.

Por otro lado, las características externas de la mencionada compraventa, por las condiciones pactadas,
ingreso inicial y entregas posteriores para amortizaciones parciales y pago de intereses, ponen de manifiesto
la realidad de una operación como las que ordinariamente tienen lugar para esta clase de adquisiciones
inmobiliarias. Todo revela una compra de un piso en la playa como otras muchas que se vienen realizando en
nuestro país desde hace ya muchos años.

Ha de estimarse el motivo 1º de este recurso de  Marí Trini  , lo que nos excusa del examen de los otros dos.

SEXTO.- Vamos a referirnos ahora a esta misma cuestión de la presunción de inocencia en relación con  Isabel
, hermana de  Marí Trini  y compañera sentimental de  Virginia  .
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A) Aparece condenada, por delito continuado de blanqueo de dinero en la mencionada figura agravada por
venir el dinero blanqueado del tráfico de drogas, concretamente por cuatro operaciones (pág. 9 de la sentencia
recurrida):

Tres de cambio de pesetas en marcos alemanes: una el 16.4.97, relativa a 11.000 marcos por un valor de
927.289 pts., otra de 12 de agosto del mismo año referida a 50.000 marcos que valieron 4.348.050 pts., y la
última, de esta misma fecha, por 11.500 marcos que importaron 995.900 pts. En total las tres, por un valor
de 6.271.239 pts.

Y otra por compra de una finca: antes de los referidos cambios de moneda, el 7.3.97  Isabel  adquirió por
escritura pública una vivienda dúplex en Torrevieja (Alicante) por precio escriturado de 6.882.999 pts., de las
que fueron pagadas al contado 882.000 y mediante préstamo hipotecario los 6 millones restantes. La finca
fue adquirida en nuda propiedad para  Isabel  constituyéndose un usufructo a favor de los padres (págs. 26
y 27 de la sentencia recurrida).

Hechos objetivos totalmente acreditados por las documentales correspondientes y admitidos por todos.

B) Puestos tales hechos en relación con los cambios de moneda realizados por las mismas fechas por su
cuñado  Marcelino  y por su compañero  Virginia  , nos llevan a una conclusión objetivamente acreditada: las
cantidades cambiadas por  Isabel  tienen la misma procedencia que aquellas otras que habían manejado tales
Marcelino  y  Virginia  , es decir, el tráfico de drogas.

Entendemos que desde una perspectiva objetiva ha de considerarse justificada la realidad de una actividad de
blanqueo por parte de  Isabel  en cuanto a estas cuatro operaciones por las que la audiencia la condenó.

C) Pero ¿conocía  Isabel  esa concreta procedencia delictiva por la cual fue condenada?:

a) De tales hechos objetivos cabe inferir que  Isabel  sabía lo que hacía cuando intervino en esas operaciones
de cambio de dinero y de adquisición de un inmueble, es decir, conocía que su compañero  Virginia  le
proporcionaba un dinero de procedencia ilícita.

Consideramos correcto el que la audiencia rechazara la versión que en el juicio oral ofrecieron estos dos
cuando dijeron que ella no se enteraba de qué estaba sucediendo en esas operaciones de cambio de
dinero. Declararon que ella simplemente acompañaba a  Virginia  , que éste con el DNI que ella le daba
formalizaba cada una de esas operaciones y rellenaba los impresos, siendo  Isabel  la que ponía las firmas
correspondientes. Entendemos que ésta sabía lo que estaba haciendo en tales ocasiones. Sabía que estaba
cambiando las pesetas que  Virginia  le proporcionaba en marcos alemanes. No hay razón alguna para
considerar que ella tenía sus facultades disminuidas, de modo que no se percatara de lo que  Virginia  estaba
haciendo con su DNI y lo que ella misma hacía firmando la correspondiente documentación. Ningún dato
aparece del cual pudiera deducirse el desconocimiento de ella. No consta que padeciera retraso mental alguno
y su capacidad la pudo apreciar el tribunal cuando escuchó sus declaraciones en el juicio. Simplemente
los magistrados que la condenaron no creyeron esta versión ofrecida ante ellos. Hasta aquí consideramos
justificada la conclusión a que llegó la Audiencia Nacional.

b) Veamos ahora cómo justificó el tribunal de instancia el paso siguiente: el conocimiento por  Isabel  de
la concreta procedencia de las pesetas cambiadas. No olvidemos que fue acusada y condenada por el tipo
agravado del párrafo II del art. 301.1, es decir, por haber convertido las pesetas en marcos sabiendo que
procedían del tráfico de drogas.

No fue acusada ni condenada por el tipo básico en el que sólo se exige esa actividad respecto de un dinero
procedente de un delito grave. Para favorecer la lucha contra el blanqueo de dinero, ahora el CP vigente permite
condenar por estas infracciones no sólo cuando los bienes convertidos proceden de delitos relativos al tráfico
de drogas, que es lo que ocurría antes en el CP 73 por lo dispuesto en los arts. 344 bis h) y 344 bis i), sino
también cuando proceden de cualquier delito grave, es decir, de cualquier infracción penal castigado con pena
grave ( arts. 13.1) que son las sanciones previstas como tales en el art. 33.2, concretamente, por lo que a la
pena de prisión se refiere, cuando el hecho delictivo aparezca sancionado en la norma penal correspondiente
con una duración superior a tres años.

c) Pues bien, las razones que expresa la sentencia recurrida para considerar probado ese conocimiento
por parte de  Isabel  respecto de la procedencia del dinero que utilizó en las cuatro operaciones referidas,
concretamente del tráfico de drogas, no son suficientes al respecto. En la página 26 utiliza una inferencia propia
de la prueba de indicios, cuya razonabilidad hemos de comprobar en este recurso de casación.

Conviene recordar aquí la compleja estructura de la prueba de indicios que abarca dos elementos: 1º. Unos
hechos básicos (indicios) que han de estar completamente probados - art. 1.249 C.C.-, prueba que ha de
valorar el tribunal de instancia conforme a las facultades que le confiere el art. 741 LECr. 2º. Una operación
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de inducción (inferencia) que nos conduce del conjunto de tales hechos básicos al dato necesitado de prueba
(hecho consecuencia) por existir un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano - art. 1.253
C.C.-, operación lógica cuya razonabilidad cabe revisar en casación.

Así las cosas, entendemos que la argumentación que en este punto hace en su página 26 la sentencia recurrida
nos conduce a que  Isabel  conocía que el dinero que  Virginia  proporcionaba para su cambio en marcos por
Isabel  (o para que ésta adquiriera la finca en Torrevieja) tenía una procedencia ilícita, pero no que conociera
su procedencia concreta del tráfico de drogas. El monto total del dinero blanqueado por  Isabel  en un corto
período de tiempo, el hecho de que ciertamente  Virginia  no tenía ocupación que pudiera justificar el manejo
de tan importantes cantidades de dinero, la realización de dos operaciones de cambio hechas el mismo día
en dos entidades diferentes, incluso lo ocurrido el día 21 de agosto del mismo año 1997, cuando  Isabel  en
compañía de los otros tres (  Marí Trini  ,  Marcelino  y  Virginia  ) fue sorprendida en el interior de un coche con
mucho dinero en pesetas y otras monedas (la mayor parte en marcos alemanes), parte del cual -dos millones
de pesetas- se encontraba en un bolso de la propia  Isabel  , son datos que en su conjunto nos conducen
únicamente a ese conocimiento genérico de procedencia ilícita.

Nada hay en tal argumentación que nos conduzca a que  Isabel  conociera en concreto que su compañero
Virginia  se dedicaba o tenía relación con el mundo del tráfico de drogas. Se trata de un ciudadano turco que se
unió en relación sentimental con una joven que al parecer se dedicaba al servicio de limpieza, y con la que tuvo
un hijo, y nada hay que nos haga sospechar que, pese a tal convivencia,  Virginia  (o su cuñado  Marcelino  ) le
dijera algo a  Isabel  , o hiciera algo que pudiera revelar a ésta, esa relación con el tráfico de drogas, actividad
que sus autores se cuidan con especial esmero de ocultar a cualquier extraño, incluso a los familiares más
cercanos, como nos dice la experiencia de casos semejantes.

d) Conocidas son las dificultades que hay para acreditar que los bienes blanqueados en este tipo de delitos
proceden del delito de tráfico de drogas, ahora atenuadas ante la existencia de ese tipo básico en el que los
bienes blanqueados pueden proceder de cualquier delito grave. Recordemos que en el caso presente se acusó
y se condenó por la figura agravada que exige que los bienes procedan en concreto del tráfico de drogas
(en relación a  Isabel  , conocimiento de esa procedencia concreta, por requerirlo así el dolo como elemento
constitutivo de todos los delitos dolosos).

No sabemos qué tendríamos que hacer ahora en casación si la acusación y condena en la instancia con estos
mismos elementos de hecho se hubiera realizado por el mencionado delito básico del art. 301.1 con relación
a  Isabel  .

Quizá ese conocimiento de la procedencia ilícita hubiera sido bastante para justificar su condena por el
mencionado delito básico. Pero sobre esto nada se trató en la instancia y ni siquiera se ha suscitado en
casación. Por más que a los efectos acusatorios sean homogéneas las figuras de los mencionados tipo básico
y tipo agravado, de modo que una acusación por este último puede servir para condenar por el primero, parece
razonable exigir que el tema hubiera sido debatido de algún modo con anterioridad. Sin tal debate, es decir, de
una manera totalmente sorpresiva, en una cuestión nueva en la doctrina de esta sala, como lo es la relativa
a este tipo básico del delito al que nos venimos refiriendo (procedencia de los bienes de un delito grave), sin
conocer, ni siquiera en hipótesis, a qué delito grave en concreto podría referirse el conocimiento de  Isabel  ,
consideramos que aquí en casación, debiendo absolver necesariamente a  Isabel  respecto del delito agravado,
no podemos condenarla por el básico.

Han de estimarse los dos motivos del recurso de  Isabel  que, aunque con diferente ropaje procesal, tienen
un mismo contenido.

SÉPTIMO.- Vamos a ocuparnos ahora del mismo tema de la presunción de inocencia en relación con otros dos
condenados,  Pablo  y su esposa  Lorenza  .

Se les condenó a 10 años de prisión y multa de 1.300 millones de pesetas por considerarles miembros de
un grupo que tenía por finalidad introducir en nuestro país heroína procedente de Turquía, de modo que en
concreto ellos dos iban a recibir la droga en Madrid para su posterior distribución.

La sentencia recurrida, que ha mostrado un especial y elogiable cuidado en decirnos qué pruebas utilizó para
cada una de las condenas que hace, lo realiza con respecto a estos dos condenados en sus páginas 20 y 21.
Nos dice que su pertenencia al mencionado grupo para distribuir la droga que habría de recibirse de Turquía
aparece acreditada por dos pruebas: 1ª. Por las conversaciones telefónicas mantenidas por  Pablo  y  Lorenza
con  Virginia  el día anterior a la aprehensión de la droga, y el día mismo de tal aprehensión -27 y 28.10.97-. La
realidad de tales conversaciones, así como su contenido no ha sido puesto en duda y coincide con lo que nos
dice la sentencia recurrida en sus páginas 5 y 21. 2ª. La existencia de muchos contactos personales de ambos
cónyuges con  Virginia  . Se refiere a las reuniones en el bar Patatín Patatán en las que intervenían los dos
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cónyuges referidos, dicho  Virginia  y también  David  , que fueron vistas por diversos policías que declararon
como testigos en el juicio oral y pusieron de manifiesto la realidad de esas reuniones y la circunstancia de que
no llegaron (los policías) a entrar en el mencionado establecimiento por lo que nunca pudieron oír de qué se
trataba en esas reuniones.

Tales conversaciones telefónicas, si realmente se hubieran hecho para tomar contactos en relación con la
operación de recogida de la heroína traída de Turquía, se habrían hecho utilizando expresiones disimuladoras
de esa realidad, como pudo ser la utilización de la palabra "novia" en lugar de droga u otra similar. Pero esto
mismo hace difícil que el contenido de esas interlocuciones pueda servir como prueba de cargo para una
condena de esta clase (o de cualquier otra clase). Y el mero hecho de hablar por teléfono en coincidencia
con ese viaje que hicieron  Virginia  y otros dos a Barcelona para traerse la droga a Madrid, tampoco parece
elemento suficientemente revelador al respecto. Como tampoco el hecho de que en un momento determinado
intervenga  Lorenza  y diga que cuando llegue a Madrid se verán en un bar. Tales datos revelan interés de ambos
por que  Virginia  regrese a Madrid, pero no precisamente porque vayan a traer ese importante cargamento de
heroína que luego habrían distribuido ambos cónyuges cuando la hubieran tenido en su poder, que es por lo
que los dos fueron condenados. Bien pudiera haber existido entre ellos algún otro tipo de negocio o relación
por el cual el matrimonio mostraba ese interés en el regreso de  Virginia  . Éste sí sabía para qué había ido
a Barcelona; pero el contenido de esas conversaciones no revela que ese conocimiento lo tuvieran también
Pablo  y  Lorenza  . Estos dijeron en el juicio oral que tenían mucho interés en adquirir un coche que les iba a
proporcionar  Virginia  . Esta sala de la casación no tiene por qué optar ahora por una u otra de tales versiones.
Sólo decimos esto para poner de manifiesto la insuficiencia de estos datos, conocidos por la audiencia de
las cintas grabadas en el juicio oral (y que no ponemos en duda), para condenar a  Pablo  y  Lorenza  como
personas que formaban parte de un grupo organizado que tenía que distribuir desde Madrid la droga que a
Barcelona llegó desde Turquía.

Como también entendemos que es insuficiente el hecho de que  Virginia  se hubiera reunido con ambos
cónyuges varias tardes en un determinado establecimiento público sin conocerse el motivo ni el contenido de
tales reuniones, por más que se produjeran en fechas anteriores a esos días en que tuvo lugar el tan repetido
viaje de  Virginia  ,  Marcelino  y  Claudio  a Barcelona. Si había alguna relación entre ese matrimonio y dicho
Virginia  , diferente a la de la recepción en Madrid de la heroína, tiene explicación el que se reunieran.

En conclusión, tales dos elementos probatorios, que habrían de constituir sendos hechos básicos para
acreditar por medio de una prueba de indicios la participación de  Lorenza  y  Pablo  en los hechos de autos,
no pueden considerarse razonablemente suficientes, ni aislados ni considerados en conjunto, para acreditar
el hecho por el que ambos fueron condenados: nada menos que formar parte de un grupo organizado que
tendría que traer de Turquía un importante cargamento de heroína, que luego se concretaría en 84 kilogramos
con un valor superior a los mil millones de pesetas.

Ya hemos dicho antes cómo la inferencia o razonamiento propio de la prueba de indicios, que ha de servir
de conexión entre los hechos básicos y el hecho necesitado de prueba, puede ser revisado por esta sala al
conocer de un recurso de casación para verificar su suficiencia.

Recordamos aquí que en el trámite de este recurso tenemos obligación de respetar la valoración de la prueba
hecha en la instancia, pero, cuando se alega violación del derecho a la presunción de inocencia, tenemos el
deber de realizar una triple comprobación:

1ª. Comprobar si existió prueba de cargo (prueba existente);

2ª. Comprobar si tal prueba fue obtenida y aportada al proceso con observancia de la Constitución y las leyes
procesales (prueba lícita);

3ª Comprobar si esa prueba existente y lícita ha de considerarse razonablemente suficiente para justificar la
condena que se impugna.

En el presente caso existieron elementos probatorios de cargo lícitamente obtenidos (intervenciones
telefónicas y seguimientos policiales) y lícitamente aportados al proceso (audición de las cintas y
declaraciones testificales de los policías, ambas pruebas realizadas en el juicio oral); pero tales dos elementos
probatorios antes examinados no pasan de la categoría de meras sospechas, por las cuales podemos pensar
que es posible que  Pablo  y  Lorenza  tuvieran algo que ver con esa operación de traída de droga de Turquía a
Barcelona. Sobre ellos no puede construirse una prueba de indicios como hizo la sentencia recurrida.

Hemos de estimar el motivo único del recurso formulado conjuntamente por  Pablo  y  Lorenza  en el que
se denunciaba violación de su derecho a la presunción de inocencia, con el consiguiente pronunciamiento
absolutorio en segunda sentencia.
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OCTAVO.- Y lo mismo hemos de hacer respecto de otro condenado,  David  , que hace semejantes alegaciones
en relación con su derecho a la presunción de inocencia del art. 24.2 CE, y por argumentos semejantes a los
que acabamos de exponer.

David  aparece condenado también por formar parte de ese grupo organizado que tenía que traer heroína
de Turquía y de hecho trajo esos 84 kilogramos tan repetidos. Se le atribuye, dentro de ese grupo, colaborar
con  Virginia  para organizar la distribución de la droga en España. Así se afirma en el párrafo inicial del relato
de hechos probados de la sentencia recurrida. Nada más se dice en relación a este acusado en el resto del
mencionado relato.

Fue condenado también, lo mismo que  Lorenza  y  Pablo  a las penas de 10 años de prisión y 1.300 millones
de pesetas de multa.

La prueba de cargo utilizada para tal condena aparece en la página 22 de la sentencia de instancia, bien
detallada como con relación a los demás condenados, lo que facilita mucho la labor de este tribunal de
casación a la hora de examinar el tema de la presunción de inocencia.

Fue condenado por las siguientes pruebas que a continuación desglosamos:

1ª. Participó en varias de las referidas reuniones mantenidas por  Virginia  con el matrimonio  Pablo   Lorenza  ;

2ª. Por las demás actividades de acompañamiento de  Virginia  que se reseñan en el atestado policial y al
que se remitió expresamente el testigo policía nacional  NUM005  en el juicio oral. Se trata del primero de los
testigos que declaró en el plenario. Consta su declaración en el correspondiente acta al folio 542 del rollo de
la audiencia. La remisión a que se refiere la página 22 de la sentencia recurrida aparece al final cuando, al
contestar al letrado de  Pablo  y  Lorenza  , dice "que en el atestado no da opinión, solamente hizo el informe
de lo que vio". La sala de instancia da validez a lo que dice el atestado por lo que este testigo manifiesta en el
juicio. Tal mera referencia, por su contenido genérico, no puede servir para dar categoría de prueba de cargo a
lo que se hizo constar en un atestado por vía de informe. Es conocida la jurisprudencia del TC y de esta misma
sala que considera el atestado como mera denuncia, tal y como dice el art. 297 LECr, cuyo contenido debe ser
objeto de prueba en el juicio oral. Así pues, este segundo elemento probatorio se queda sin contenido;

3ª. La conversación telefónica en la que  David  requiere a  Virginia  para que le entregue mil marcos.
Consideramos este hecho tan inespecífico que carece de valor probatorio. La sentencia recurrida dice que tal
petición evidencia su implicación en las actividades ilícitas desarrolladas por  Virginia  , con el solo argumento
de que no constaba la existencia de ningún negocio lícito entre ellos;

4ª.  Virginia  y  David  coincidieron en prisión, tal y como éste reconoció en el juicio oral. Pretende la audiencia
que, por este dato tenía que conocer la implicación de aquél en operaciones de narcotráfico, cuando ni siquiera
la sentencia recurrida dice la razón por la que  Virginia  estuvo en prisión;

5ª. Con posterioridad a la salida de prisión  David  intentó y consiguió contactar con  Virginia  , manteniendo
ambos una estrecha relación en el mes previo a la incautación de la droga, incluso hicieron un viaje juntos a
Valladolid y  David  alojó a  Cecilia  en su casa.

Cierto que tuvieron frecuentes contactos los dos. Así lo reconoce  David  , pero ello es explicable entre dos
personas de la misma nacionalidad turca que se conocen en España, tanto que, cuando  Virginia  riñe con su
compañera (  Isabel  ), se va a vivir con  David  y su familia.

Entendemos que de todo lo expuesto, lo único que puede tener algún significado para la condena de que fue
objeto  David  es esa relación de paisanaje con los consiguientes contactos y reuniones en esa época anterior
a la aprehensión de la heroína. Pero todo ello, lo mismo que en el caso del matrimonio  Pablo   Lorenza  , puede
inducirnos a sospechar que  David  estaba en el mismo negocio de la droga que tenía entre manos  Virginia  ,
pero nada más, cuando no hay ningún otro dato concreto que pudiera relacionar a  David  con aquella traída
desde Turquía hasta Barcelona de 84 kilogramos de heroína.

Nos encontramos también ante una prueba de indicios mal construida, porque los hechos básicos acreditados
son claramente insuficientes para la condena que se hizo.

Con las razones antes expuestas, estimamos el motivo 1º del recurso de  David  relativo a la presunción de
inocencia al que procede absolver del delito contra la salud pública por el que le había condenado la Audiencia
Nacional, lo que nos excusa del examen del motivo 2º en el que se alegan otras cuestiones de importancia
secundaria.

NOVENO.- Estudiadas ya todas las cuestiones relativas a la presunción de inocencia, pasamos ahora a
referirnos a otros temas planteados en los recursos de  Virginia  ,  Marcelino  ,  Jose Daniel  y  Claudio  .
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En primer lugar conviene dejar claro que los hechos por los que fueron condenados  Virginia  y  Marcelino  como
delitos del art. 301.1 (blanqueo de dinero), en su modalidad agravada prevista en su párrafo II (procedencia
del tráfico de drogas), encajan en los términos en que aparece definido tal delito en su modalidad de convertir
bienes procedentes de un delito de tráfico de drogas para encubrir su origen ilícito.

Como ya hemos dicho antes  Virginia  y  Marcelino  cambiaron pesetas por marcos alemanes, en cantidades
muy importantes,  Virginia  por un total de 22.364.363 pts. y  Marcelino  por otras 26.932.104 pts., en diferentes
entidades, en fechas próximas, entre enero y octubre de 1997 y en circunstancias tales que cabe afirmar su
procedencia del trafico de estupefacientes, según ya ha sido razonado en el fundamento de derecho 4º de la
presente resolución.

Es cierto que el mero cambio de monedas no es infracción punible, pero sí lo es cuando se refiere a dinero
procedente de esta clase de delitos (o de cualquier otro delito grave) si, además, tiene por finalidad encubrir
ese origen ilícito.

Estimamos que el mencionado cambio de moneda a marcos encaja dentro del verbo convertir que utiliza el
citado art. 301.1 y que esa finalidad de disimular la procedencia delictiva se infiere de las propias dificultades
que tienen para emplear el dinero quienes lo han obtenido de modo ilegal, lo que les obliga a cambiarlo
en diversas monedas para así poder distribuirlo en diferentes países en cantidades menos escandalosas.
Obtenido en pesetas el dinero cobrado en España a cambio de la heroína, era conveniente cambiarlo en marcos
alemanes para poder invertirlo con más facilidad en Alemania.

Conviene recordar aquí el incidente de 21 de agosto de 1997 (pág. 7 de la sentencia recurrida), cuando la policía
catalana detuvo el coche en el que viajaban por la provincia de Gerona dichos  Marcelino  y  Virginia  con las dos
hermanas,  Marí Trini  y  Isabel  , esposa y compañera respectivamente de dichos dos procesados, con mucho
dinero, concretamente 50.072 marcos alemanes, de un valor aproximado a los cinco millones de pesetas, así
como otras cantidades importantes en pesetas y en liras turcas, cuando lo hacían en viaje posiblemente al
extranjero.

Parece claro que el propósito era diversificar la ganancia procedente del tráfico de drogas en monedas
diferentes a fin de poderlas ir invirtiendo con mayor facilidad.

DÉCIMO.- Aclarada esta cuestión, podemos examinar ya otra que es en la que estos dos recurrentes ponen
mayor énfasis: la compatibilidad entre este delito del art. 301 cuando se refiere a bienes procedentes de una
infracción penal relativa al tráfico de sustancias estupefacientes y cuando al propio tiempo el condenado por
esta clase de delito (el del 301) también lo es por el mencionado tráfico (arts. 368 a 372).

El mismo problema que ahora puede plantearse con respecto a cualquier otro delito grave, pues los bienes
de procedencia del mismo, cuando sobre ellos se realiza alguna de las operaciones referidas en el art.
301, también pueden ser objeto de esta clase de infracción punible conocida con la expresión abreviada y
metafórica de blanqueo de dinero.

En el caso presente, como bien pone de manifiesto el Ministerio Fiscal en su informe, este problema no se
plantea, pues la condena por tráfico de drogas se produjo por una aprehensión de heroína ocurrida el 28.10.97,
de la cual no pudo obtener nadie ningún beneficio, mientras que las operaciones de cambio de moneda se
produjeron en fechas anteriores como consecuencia de otros hechos, por supuesto diferentes a este otro por
el que aquí se condenó por tráfico de drogas.

El problema referido sólo puede plantearse cuando el autor del delito de los arts. 368 y ss. es acusado, además,
por otro delito de blanqueo de dinero referido a los beneficios obtenidos en aquella otra anterior infracción,
no cuando el origen del capital blanqueado se encuentra en otros hechos de tráfico de droga diferentes de
aquel por el que se condenó.

Lo único que puede plantear problemas de compatibilidad o de "non bis in idem" es condenar por estos dos
delitos a quien sólo ha cometido el relativo al tráfico de drogas y blanquea el dinero procedente de este mismo
delito. Podría tratarse entonces de un acto de autoencubrimiento impune. Pero evidentemente esto no es lo
que ocurrió en el caso presente: aquí ningún beneficio obtuvieron ni  Virginia  ni  Marcelino  de la mercancía
ilícita que fue aprehendida por la policía.

UNDÉCIMO.-  Virginia  y  Marcelino  en los motivos cuartos de sus respectivos recursos alegan, al amparo del
nº 1º del art. 849 LECr, que no debió aplicárseles la agravación específica de organización que prevé el art.
302 CP con relación a los delitos de blanqueo de capitales.

Por otro lado,  Jose Daniel  , alega, con el mismo fundamento procesal, en el motivo 3º de su recurso que
también a él le fue aplicada de modo indebido la otra agravación específica, prevista en el nº 6º del art. 369
para el delito de tráfico de drogas y estructurada de modo semejante a la mencionada del art. 302.
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Los tres alegan que ni hubo organización ni quedó acreditada la pertenencia de cada uno de ellos a la que
pudiera haber existido.

Para que haya una organización, lo mismo para uno que para otro de tales dos delitos, se exige algo más que
la simple colaboración de varias personas en la actividad delictiva (coautoría). Es necesario que haya alguna
superestructura jerarquizada a la que estén sometidas una pluralidad de personas con papeles diferentes, todo
ello orientado a la comisión de la correspondiente infracción.

Es evidente que en el caso presente tal organización necesariamente tuvo que existir, y así lo inferimos
nosotros de los hechos por los que aquí se ha condenado:

1º. El manejo de cantidades importantes de dinero obtenidas del tráfico de drogas, detectadas porque fueron
cambiadas en determinadas entidades, por un valor total superior a los cincuenta y seis millones de pesetas;

2º. La traída desde Turquía a España, en un autobús preparado al efecto, de una cantidad de heroína, 84
kilogramos, cuyo valor supera los mil millones de pesetas.

Tales actividades delictivas, por su magnitud y la consiguiente necesidad de movilización de muchas personas
y elementos materiales, revela la existencia de esa organización cuyos pormenores es claro que no podemos
conocer. Conviene hacer constar aquí que en la presente causa penal hubo otras cinco personas procesadas,
además de las que fueron condenadas en la instancia, que por su situación de rebeldía no pudieron ser
enjuiciadas.

Respecto a la pertenencia concreta de estos tres recurrentes a tal organización, también hay datos de los
cuales podemos deducirla.

En cuanto a  Marcelino  y  Virginia  , han tenido una participación muy activa en tales dos hechos delictivos.
Ambos han realizado multitud de operaciones de blanqueo de dinero durante varios meses y ambos viajaron
de Madrid a Barcelona para hacerse cargo del valioso envío de heroína procedente de Turquía.

Y en cuanto a  Jose Daniel  , es muy significativa la única actividad que ha quedado probada en el presente
proceso: a nadie extraño a la organización se le encomienda la custodia de un cargamento de 84 kilogramos
de heroína para trasladarla en autobús desde Turquía a Barcelona.

Por tanto, consideramos bien aplicados a  Virginia  , a  Marcelino  y a  Jose Daniel  la agravación del art. 369.6º
(para el delito de tráfico de drogas) y a las dos primeros también la del art. 302 (en relación con el de blanqueo
de dinero).

DUODÉCIMO.- Dicen  Virginia  y  Marcelino  , también en el mismo motivo 4º, que no debió aplicárseles la figura
del delito continuado del art. 74 CP. con relación al delito de blanqueo de dinero.

Entendemos que la existencia de multitud de hechos que aisladamente podrían integrar cada uno un delito de
esta clase, realizados con una evidente preordenación de todos hacia una misma finalidad, hace obligatoria
la aplicación de esta norma del art.74.

De no aplicarse habría de condenarse por múltiples delitos agravados todos por dos veces, una por la
procedencia concreta de los bienes blanqueados (tráfico de drogas: art. 301.1.II) y otra por la pertenencia a
una organización (art. 302), con lo cual la otra agravación por aplicación del art. 74 tiene escasa relevancia
para la cuantía de la pena, de forma que con el castigo de dos de esos delitos de modo individualizado, la suma
de esas dos penalidades sería muy superior a la subida que corresponde por la aplicación de art. 74.1.

DECIMOTERCERO.- Examinamos aquí los motivos terceros de los recursos de  Marcelino  y  Virginia  , en los que,
por el cauce procesal del art. 5.4 LOPJ, se alega violación del derecho a la tutela judicial efectiva del art. 24.1
CE por falta de motivación respecto de las razones que pudieran existir para imponer la misma pena, sin rebaja
de un sólo día, que fue solicitada por el Ministerio Fiscal, tachando de arbitrario tal comportamiento, aduciendo
también que no hay motivo alguno que justifique el que a los demás en que tampoco concurre circunstancia
modificativa alguna se les impusieran 10 años de prisión, cuando a estos dos se les impusieron 12.

Contestamos en los términos siguientes:

A) En primer lugar hemos de decir que hay motivación, aunque sucinta en cuanto a las penas impuestas. Para
las relativas al delito de tráfico de drogas se encuentra en la página 23 y para las del blanqueo de capitales en la
29. Lo que allí se dice es suficientemente explicativo y quien conozca la participación de cada uno expuesta a
lo largo del texto de la sentencia de instancia puede comprender el porqué de las penas impuestas a cada uno.

B) Aisladamente consideradas las penas privativas de libertad -a las de multa no se refieren los recurrentes-,
no cabe reputar excesiva la pena de 12 años cuando pudieron imponerse hasta 13 años y 6 meses, en
consideración a la enorme importancia de la cuantía de la heroína aprehendida, 84 kilogramos, repetimos,
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de una pureza del 57,4%, cuando para la aplicación de la agravación de cuantía de notoria importancia (art.
369.3) habrían bastado 60 u 80 gramos, según constante doctrina de esta sala. Más de mil veces esa cuantía
mínima bien merece acercarse a la pena máxima permitida. Además, hay que tener en cuenta que existieron
dos agravaciones específicas del art. 369, la 3ª ya examinada y la 6ª por pertenencia a una organización.

Por el delito de los arts. 301 y 302 (blanqueo de capitales) se impusieron respectivamente a  Virginia  y a
Marcelino  las penas de 5 años y la de 4 años 7 meses y 16 días de prisión, respectivamente. Estimamos
que están plenamente justificadas tales cuantías por la triple agravación aplicada: una por proceder el dinero
del tráfico de drogas (art. 301.1.II), otra por pertenecer ambos recurrentes a una organización (art. 302) y la
última por tratarse de un delito continuado (art. 74.1). Por cada una de estas agravaciones es preceptivo la
imposición de la mitad superior de la pena correspondiente. Es decir, tres mitades superiores sucesivamente
aplicadas alcanzan las penas indicadas.

C) Y en cuanto a la comparación que los recurrentes nos hacen con relación a los demás condenados por
el mismo delito también sin la concurrencia de circunstancias (respecto del delito de trafico de drogas), la
sentencia recurrida es expresiva cuando nos habla "de la diferente actuación de cada uno de ellos" -página 23-,
con lo que se está refiriendo al más importante papel desempeñado por  Virginia  y  Marcelino  , el primero (
Virginia  ) contactando con las personas que enviaron la droga desde Turquía y con la que luego la transportó
a España, además de ir personalmente a Barcelona desde Madrid para hacerse cargo de la mercancía, y el
segundo (  Marcelino  ) por haberse hecho cargo personalmente de la conducción de dicha mercancía en el
coche propiedad de su esposa del que él disponía, donde fue aprehendida por la policía.

DECIMOCUARTO.- Sólo nos queda por examinar el recurso de  Claudio  , formulado a través de un solo motivo
en el que, bajo el amparo del nº 1º del art. 849 LECr, alega infracción de ley por haberse aplicado la agravante
de reincidencia, 8ª del art. 22 CP.

Contestamos en los términos siguientes a las alegaciones que aquí se realizan:

A) La cuantía de las penas impuestas fue la mínima permitida en cuanto a la de prisión: justo el límite inferior
de la mitad superior (art. 66, regla 3ª), que es lo mandado cuando concurre una circunstancia agravante,
concretamente 11 años 3 meses y 1 día cuando la pena asignada por el art. 369 en relación con el 368 era
la de 9 años a 13 años y 6 meses. Y en cuanto a la multa, 1.300 millones pts, la misma impuesta a todos
los condenados, que coincide aproximadamente con el valor de la droga aprehendida, se determinó como si
la agravante no hubiera existido, lo que permite el art. 52.2. Es decir, también en el límite mínimo legalmente
permitido.

B) En cuanto a la concurrencia de esta circunstancia agravante, tampoco hay duda alguna.

Dice el recurrente que transcurrieron mas de siete años desde la firmeza de la sentencia antecedente hasta
la fecha del presente proceso, por lo que nos encontraríamos ante unos antecedentes penales cancelables, y
ello debería haber impedido la aplicación de esta agravante.

El plazo aplicable para la cancelación del antecedente penal que tenía el recurrente cuando se produjo el
hecho delictivo aquí examinado (28.10.97) era el de tres años conforme a lo dispuesto en el art. 118.3º CP
73, aplicable al caso por tratarse de unas penas (las del delito antecedente) impuestas conforme a este CP y
consistir en penas de prisión (10 años de prisión mayor por el delito contra la salud pública y 2 años 4 meses
y 1 día de prisión menor por el de contrabando) además de las de multa, que resultarían inoperantes caso de
que fuera insolvente el condenado ( art. 91, III CP 73).

Pero ese plazo de 3 años debe comprenderse desde el día siguiente a aquel en que quedara extinguida la pena
(art. 118, párrafo antepenúltimo).

No consta el día de extinción de las penas de prisión antes mencionadas, pero, como bien dice el Ministerio
Fiscal, es materialmente imposible, por muchos beneficios penitenciarios que se aplicaran, que la pena
quedara cumplida antes del 28.10.94, tres años antes del presente hecho delictivo. El propio recurrente
reconoce que su prisión provisional comenzó en junio de 1988, como dice el propio texto de la sentencia
antecedente -folio 504 del rollo de la audiencia-.

Como, por otro lado, nos hallamos ante un delito antecedente de la misma naturaleza y del mismo título, -
véase la disposición transitoria 7ª del art. 95- que el aquí examinado (ambos son delitos contra la salud pública
relativos al tráfico de drogas), es claro que concurren todos los requisitos exigidos por el art. 22.8ª CP actual
para la apreciación de la reincidencia como circunstancia agravante.

Queda así rechazado este motivo único del recurso de  Claudio  .
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III. FALLO

NO HA LUGAR A LOS RECURSOS DE CASACIÓN formulados por  Virginia  ,  Marcelino  ,  Claudio  y  Jose
Daniel  contra la sentencia que a estos condenó y a otros seis más, referida a delitos contra la salud pública
y de blanqueo de dinero, dictada por una sección de apoyo de la Sección Primera de la Sala de lo Penal de la
Audiencia Nacional con fecha doce de julio del año dos mil, imponiendo a dichos recurrentes el pago de las
costas de sus respectivos recursos.

HA LUGAR A LOS RECURSOS DE CASACIÓN formulados por  Pablo  y  Lorenza  ,  David  ,  Marí Trini  y  Isabel  ,
y en consecuencia anulamos la mencionada sentencia que a estos recurrentes también condenó, declarando
de oficio las costas de estos recursos.

Comuníquese esta resolución y la que a continuación se dicta a la mencionada audiencia a los efectos legales
oportunos con devolución de la causa que en su día remitió.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en la Colección Legislativa lo pronunciamos, mandamos y
firmamos

SEGUNDA SENTENCIA

En la Villa de Madrid, a dieciocho de Septiembre de dos mil uno.

En la causa incoada por el Juzgado Central de Instrucción número 6 de ésta Capital, con el núm. 5/98 y seguida
ante la Sección Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional por delito contra la salud pública y
blanqueo de dinero contra los acusados  David  ,  Virginia  ,  Marcelino  ,  Jose Daniel  ,  Isabel  ,  Marí Trini  ,
Claudio  ,  Lorenza  ,  Pablo  e  Tomás  teniéndose aquí por reproducidos todos los datos que aparecen en el
encabezamiento de la sentencia recurrida, que ha sido anulada por la pronunciada en el día de hoy por esta
Sala Segunda del Tribunal Supremo, integrada por los anotados al margen, siendo ponente D. Joaquín Delgado
García.

I. ANTECEDENTES

Los de la sentencia recurrida y anulada, incluso su relato de hechos probados, con las salvedades siguientes:

1ª. No ha quedado probado que  David  ,  Pablo  y  Lorenza  se integraran en un grupo con la finalidad de
introducir heroína en España procedente de Turquía.

2ª. Tampoco ha quedado probado que las conversaciones telefónicas realizadas entre el matrimonio  Pablo
Lorenza  y  Virginia  tuvieran relación con la llegada a España de un alijo de heroína procedente de Turquía.

3ª. Asimismo no se ha acreditado que  Marí Trini  conociera que el dinero que cambió de pesetas a marcos
alemanes, que le había proporcionado  Virginia  , ni el utilizado para adquirir el inmueble al que se refiere la
escritura pública de 7 de marzo de 1997, tuviera su origen en delitos relativos al tráfico de drogas.

4ª. Tampoco se ha probado que el dinero utilizado por  Marcelino  y su esposa  Marí Trini  , para la adquisición
de la finca a que se refiere la escritura pública de 20 de abril de 1993, procediera de las ganancias del primero
originadas por su actividad delictiva.

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

Los de la sentencia recurrida y anulada también con las siguientes salvedades:

1ª. Por las razones expuestas en los fundamentos de derecho quinto, sexto, séptimo y octavo de la anterior
sentencia de casación, hay que absolver a los acusados  Marí Trini  ,  Isabel  ,  Pablo  y  Lorenza  , así como
a  David  .

2ª. Hay que declarar de oficio la mitad de las costas de la instancia que consideramos correspondientes a estas
absoluciones (cinco absueltos respecto de diez acusados), y habida cuenta de que son tres los delitos por los
que en definitiva se condena, uno con un solo responsable (falsedad), otro con dos (blanqueo de capitales) y
otro con cinco (tráfico de drogas), hay que condenar a  Virginia  por las de los tres delitos, 153/270, a  Marcelino
por las de dos, 63/270, y a cada uno de los otros tres,  Claudio  ,  Jose Daniel  e  Tomás  por las de uno solo,
18/270, con relación a la otra mitad.

III. FALLO
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ABSOLVEMOS a  Pablo  ,  Lorenza  ,  David  ,  Marí Trini  Y  Isabel  de los delitos por los que han sido acusados
por el Ministerio Fiscal, dejando sin efecto cuantas medidas se hubieran adoptado contra ellos en la presente
causa y declarando de oficio la mitad de las costas de la instancia.

La otra mitad de las costas de la instancia se repartirá del modo siguiente:

- ciento cincuenta y tres doscientas setentavas partes (153/270) a cargo de  Virginia  ;

- sesenta y tres doscientas setentavas partes (63/270) a cargo de  Marcelino  ;

- y dieciocho doscientas setentavas partes (18/270) a cargo de cada uno de los otros tres condenados:  Claudio
,  Jose Daniel  e  Tomás  .

Con los demás pronunciamientos de la sentencia recurrida y anulada, y sin realizar ninguno respecto del
comiso solicitado por el Ministerio Fiscal en cuanto a las dos fincas de Torrevieja y Guardamar de Segura,
quedando ésta última, la de Guardamar de Segura, embargada por las responsabilidades pecuniarias de
Marcelino  .

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en la Colección Legislativa lo pronunciamos, mandamos y
firmamos . T R I B U N A L S U P R E M O Sala de lo Penal ________________________________________________
VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL EXCMO. SR. D. ANDRÉS MARTÍNEZ ARRIETA EN LA SENTENCIA DE
ESTA SALA DE FECHA 6 DE SEPTIEMBRE DE 2001 RECAIDA EN EL RECURSO DE CASACIÓN 778/2000P: El
Magistrado que suscribe el presente voto particular disiente respetuosamente de la mayoría en el particular
relativo a la absolución de la  Isabel  del delito de blanqueo de dinero. 1.- Mi disensión se concreta en un
doble sentido. Por una parte, con relación a la argumentación de la Sentencia en orden al conocimiento de
la ilícita procedencia de los bienes objeto de la conducta blanqueadora, elemento subjetivo del tipo penal del
art. 301 del Código penal. También en orden a la inteligencia del principio acusatorio. La Sentencia de la que
disiento afirma "desde una perspectiva objetiva ha de considerarse justificada la realidad de una actividad de
blanqueo por parte de  Isabel  en cuanto a estas cuatro operaciones por las que la audiencia le condenó".
En efecto se declaró probado que la acusada realizó tres operaciones de cambio de divisas por un importe
total de mas de seis millones de pesetas y, además, compró un inmueble en una zona costera . Estos hechos
son considerados por la Sentencia de la que disiento en este particular como "hechos objetivos totalmente
acreditados por las documentales correspondientes y admitidos por todos". Habría que añadir también, como
hecho probado no discutido en la impugnación, que la acusada  Isabel  , su marido, condenado por delito contra
la salud pública con las agravantes de notoria importancia y de organización y otros dos fueron interceptados
cunado portaban una importante cantidad de dinero bajo uno de los asientos y en el bolso de  Isabel  ,
procedentes de "operaciones de comercio ilícito de sustancias tóxicas". La absolución de  Isabel  se apoya
en la siguiente argumentación: "  Isabel  sabía lo que hacía cuando intervino en estas operaciones de cambio
de dinero y de adquisición de un inmueble, es decir, conocía que su compañero  Virginia  le proporcionaba
un dinero de procedencia ilícita... pero nada hay que nos conduzca a que  Isabel  conociera en concreto que
su compañero  Virginia  se dedicaba o tenía relación con el mundo del tráfico de drogas". En la Sentencia de
la que disiento se acuerda la absolución de  Isabel  por falta de conocimiento, en cuanto al tipo de blanqueo
de dinero agravado por la procedencia de un delito de tráfico de drogas, y del tipo básico por aplicación del
principio acusatorio pues "sobre esto nada se trató en la instancia y ni siquiera se ha suscitado en casación".
2.- El art. 301 del Código penal, que tipifica el delito de blanqueo de dinero presenta en su apartado primero
dos modalidades típicas: la conducta blanqueadora con relación a bienes "sabiendo que estos tienen su origen
en un delito grave" y una modalidad agravada "cuando los bienes tengan su origen en alguno de los delitos
relacionados con el tráfico de drogas". La jurisprudencia de esta Sala, superando anteriores concepciones
que exigían un dolo directo sobre el conocimiento de la ilícita procedencia de los bienes, afirmó la suficiencia
del dolo eventual para su conformación. En su consecuencia, el autor debe representarse la posibilidad de la
procedencia ilícita de los bienes. Ese conocimiento de un elemento normativo del tipo, esto es, que existió un
delito grave antecedente del que se derivan unos bienes sobre los que se actúa, no debe abarcar la concreta
subsunción jurídica del hecho antecedente, siendo bastante con un conocimiento genérico de la naturaleza
delictiva del hecho sobre cuyos efectos se actúa. Basta el conocimiento de las circunstancias del hecho y de
su significación social, lo que para un profano alcance a conocer y valorar como delictivo. La exigencia de la
concreta figura delictiva antecedente sería practicamente imposible por lo que, se afirma en la jurisprudencia,
basta un conocimiento que reconozca el hecho punible, lo que se medirá desde la esfera de un profano que
permita afirmar la existencia del conocimiento. El conocimiento no debe abarcar la concreta figura delictiva, ni
la fecha de su comisión, pues equivaldría a concebir este delito como de imposible ejecución ( STS 1637/99,
de 10 de enero de 2000). En aplicación de la anterior doctrina la Jurisprudnecia de esta Sala ha señalado
como indicios que permiten deducir el conocimiento de la ilícita procedencia de los bienes el incremento
inusual del patrimonio, el manejo de cantidades de dinero elevadas, la dinámica de las transmisiones en
efectivo, operaciones ajenas a las prácticas comerciales, la inexistencia de negocios lícitos que amparen
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patrimonios o la constatación de vínculos con el delito o con personas vinculadas a ellos ( SSTS. 7.12.96,
23.5.97, 15.12.98). La doble previsión típica sobre el origen de los bienes, que da lugar a una diferenciación
en la penalidad, no altera lo anteriormente señalado. La agravación típica, cuando los bienes proceden de
un delito relacionado con el tráfico de drogas, no supone la exigencia de un dolo directo sobre la concreta
subsunción jurídica del delito antecedente, sino que, confirmando lo anterior, es preciso que ese conocimiento
se acredite en el enjuiciamiento. Tal acreditación, como todo elemento subjetivo, normalmente se realizará
a través de las inferencias que permitan declarar, racionalmente, que el autor conocía que los bienes sobre
los que actuaba procedían de un delito relacionado con el tráfico de drogas. El tribunal de instancia lo afirma,
y razona adecuadamente, desde los siguientes indicios: la acusada convivía con el condenado por delito
contra la salud pública y perteneciente a una organización para este delito, criterio que si es insuficiente -y
así se declara en la sentencia impugnada- para afirmar su participación en el delito contra la salud pública,
no puede llegarse a la misma conclusión cuando se trata de bienes que integran el patrimonio familiar;
realizó actos que lo relacionaban con el delito de tráfico de drogas, como la compra de teléfonos móviles
y la facilitación de las comunicaciones entre los otros condenados mediante la información de números de
teléfono; la realización de operaciones de cambio de divisas, en cantidades importantes y en un periodo corto
de tiempo, y la compra de un inmueble, además de la inexistencia de relaciones laborales o de negocio que
justifiquen tan importantes movimientos económicos, que racionalmente debieron representarse como de
origen delictivo y, concretamente, en el tráfico de drogas. La Sentencia de la que disiento parece, con quiebra
de la línea jurisprudencial expuesta, exigir un conocimiento directo sobre el origen de los bienes en el delito
contra la salud pública lo que sólo permitiría la condena de los mismos autores del delito contra la salud pública
impidiendo, por imposible acreditación, la punición de aquellas personas que actúen sobre esos bienes. A mi
juicio, el requisito del conocimiento puede ser inferido con los mismos criterios hasta ahora manejados. 3.-
También disento de la formulación del principio acusatorio realizada en la Sentencia. Se afirma que la acusada
conocía que los bienes sobre los que desarrolló la conducta blanqueadora procedían de hechos delictivos
-"conocía que su compañero  Sebastián  le proporcionaba un dinero de procedencia ilícita"... sin embargo,
pese a la categórica conclusión, se la absuelve porque el tipo básico no fue tratado en la instancia, donde fue
acusado del tipo agravado, procedencia de los bienes de un delito relacionado con el tráfico de drogas. Esta es
mi segunda disidencia. La jurisprudencia de esta Sala ha conformado una concepción del principio acusatorio
anudándolo al derecho de defensa de manera que, en síntesis, se conculca dicho principio cuando se condena
por un delito, o agravación, cuyos hechos en los que se sustenta no han sido previamente comunicados al
acusado y, consecuentemente, no ha podido defenderse. En el supuesto objeto de la impugnación casacional
se imputó desde la acusación una conducta típica de blanqueo de dinero sobre bienes de procedencia ilícita
con un aditamento agravatorio consistente en que la conducta ilícita se concretaba a un delito relacionado con
el tráfico de drogas. Si, como se afirma en la Sentencia mayoritaria, de la prueba valorada en la casación hubo
actividad probatoria sobre el conocimiento de la ilícita procedencia de los bienes, aunque no de la concreta
relación con el tráfico de drogas, es patente que los hechos que conforman la aplicación de tipo básico, la
procedencia de los bienes de un delito grave, era conocida por la acusada y sobre ella articulo su defensa,
evidentemente con exito pues llevó a la duda sobre el presupuesto de la agravación, pero no sobre el hecho que
conforma el tipo básico. 4.- Por estas dos razones estimo, y esta es la razón de mi disensión, que el recurso
debió ser desestimado.

PUBLICACIÓN.- Leidas y publicadas han sido las anteriores sentencias por el Magistrado Ponente Excmo. Sr.
D. Joaquín Delgado García, mientras se celebraba audiencia pública en el día de su fecha la Sala Segunda del
Tribunal Supremo, de lo que como Secretario certifico.
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